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Certiorari procedente  
del Tribunal de  
Primera Instancia,  
Sala Superior de 
Humacao 

 
Civil número: 
HU2018CV00759 
 
Sobre:  
Cobro de dinero 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Ortiz Flores, la Juez 
Domínguez Irizarry,1 la Juez Nieves Figueroa y la Juez Lebrón Nieves 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 

 
SENTENCIA  

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Comparece ante nosotros, la señora Kariam Ríos Ríos, el señor 

Juan Carlos Alicea Rivera y la sociedad legal de gananciales compuesta 

por ambos (apelantes) mediante el presente recurso de apelación en 

donde nos solicitan que se revoque la Sentencia emitida el 19 de junio de 

2019 y notificada el 25 de junio de 2019 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Humacao (TPI).  Mediante dicho dictamen, el 

TPI le anotó la rebeldía a la parte apelante y dictó sentencia en rebeldía. 

En consecuencia, declaró Ha Lugar la demanda de cobro de dinero 

presentada por el señor Javier Casillas Olivieri (Sr. Casillas; apelado). 

Siendo esto así, el TPI ordenó a los apelantes satisfacer la cantidad de 

$2,718.00 a favor del apelado. Además, le impuso la suma de $2,000.00 

por concepto de honorarios de abogado.  

Adelantamos que, por los fundamentos expuestos a continuación, 

se desestima el recurso por falta de jurisdicción.  

I 

El presente caso surge de una Demanda en cobro de dinero bajo 

la Regla 60 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 60, 

instada el 23 de agosto de 2018, por parte del Sr. Casillas contra la parte 

 
1 La Juez Domínguez Irizarry no intervino. 
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apelante. En la aludida demanda, el Sr. Casillas alegó que se realizó una 

cotización por escrito, específicamente, mediante mensajes de texto, en 

cuanto a unos servicios profesionales a ser otorgados en el local #13 

ubicado en el Centro Comercial San José en Humacao. Adujo que dicha 

cotización se realizó por la cantidad de $29,718.00 con un depósito de 

$14,500 a ser pagado el 14 de julio de 2017 y que, una vez finalizado el 

trabajo, la parte apelante pagaría la suma de $8,218.00. Según lo 

expuesto en la demanda, la parte apelada acreditó haber recibido sólo 

$6,000.00 de la cantidad antes mencionada. Por lo cual, quedaba un 

balance pendiente de $2,218.00, más $500.00 de materiales y cambios 

de orden2 realizados por los apelantes. Además, solicitó $5,000.00 por 

daños emocionales y una cantidad igual en concepto de honorarios de 

abogado.  

Por otra parte, surge de la Minuta del 6 de febrero de 2019,3 que la 

representación legal de la apelada solicitó que el pleito se convirtiera en 

uno ordinario. Dicha solicitud fue declarada Ha Lugar y se señaló vista 

para juicio en su fondo. Posteriormente, el 13 de marzo de 2019 los 

apelantes presentaron su Contestación a la demanda y reconvención en 

donde alegó que el Sr. Casillas fue quien realmente incumplió el contrato 

establecido entre las partes, ya que no terminó el trabajo pactado y 

abandonó sus labores. Por su parte, en la reconvención añadió que el 

apelado no terminó las instalaciones eléctricas, la instalación de unas 

losas del piso y baño, las fascias, entre otras cosas. La parte apelante 

adujo que, según lo acordado, el local debía ser entregado listo para 

operar. A su vez, reclamó una suma no menor de $20,000.00 por los 

daños ocasionados ante el incumplimiento de contrato. En respuesta, el 

30 de abril 2019, el apelado presentó su Contestación a reconvención en 

la cual expuso, en síntesis, que el local fue entregado listo para operar y 

 
2 La parte apelada alegó en su Demanda que, mientras se realizaba el trabajo, la parte 
apelante solicitó cambios en la cotización referentes a electricidad, plomería y “gypsum 
board” que aumentó así lo previamente cotizado.  
3 Transcrita el 11 de febrero de 2019. Véase Anejo VI del escrito titulado Apelación.  
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que no hubo incumplimiento de contrato alguno por lo cual no procedía 

misma. 

Luego de varios trámites procesales y tras celebrarse el juicio en 

su fondo, el 19 de junio de 2019, el TPI emitió una Sentencia, notificada el 

25 de junio de 2019, en la cual declaró a la parte apelante en rebeldía. En 

consecuencia, dictó sentencia en rebeldía y declaró Ha Lugar la demanda 

en cobro de dinero instada por el apelado bajo la Regla 60 de 

Procedimiento Civil, supra. Además, el TPI ordenó a los apelantes 

satisfacer la cantidad de $2,718.00 a favor del apelado; también, le 

impuso la suma de $2,000.00 por concepto de honorarios de abogado. 

Siendo esto así, el 3 de julio de 2019, la parte apelante presentó una 

Solicitud reconsideración de sentencia y nuevo juicio en la cual alegó, 

entre otras cosas, que el presente caso no podía resolverse bajo la Regla 

60 de Procedimiento Civil, supra, y que, a su vez, no procedía la 

anotación de rebeldía debido a que la parte peticionaria ha estado 

litigando el caso de manera activa. A tales efectos, el TPI emitió el 17 de 

septiembre de 2019, notificada el 18 de septiembre de 2019, una 

Resolución que declaró la misma No Ha Lugar.  

Inconforme con el dictamen emitido, los apelantes recurren ante 

nosotros mediante un escrito de apelación y señala los siguientes errores:  

Primer error: Err[ó] el Honorable Tribunal de Instancia al 
anotar la rebeldía en este caso y al dictar sentencia en 
rebeldía.  
 
Segundo error: Err[ó] el Honorable Tribunal al resolver el 
caso por la vía sumaria. 
 
Tercer error: Err[ó] el Honorable Tribunal al señalar que se 
cumplió con las exigencias de la Regla 60 de Procedimiento 
Civil. 
 
Cuarto error:  Err[ó] el Honorable Tribunal al señalar que 
tuvo ante sí prueba documental con la cual se estableció la 
existencia de una deuda y la misma e[s] l[í]quida y exigible.  

 
El 20 de diciembre de 2019, el apelado presentó su Alegato en 

oposición. 
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II 
 

Es norma conocida que los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 674 

(2005). No podemos atribuirnos jurisdicción si no la tenemos, así como 

tampoco las partes en un litigio nos la pueden otorgar. Maldonado v. 

Junta Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007). La ausencia de jurisdicción 

es simplemente insubsanable. Id. Las cuestiones jurisdiccionales, por ser 

consideradas privilegiadas, deben ser resueltas con preferencia. Carattini 

v. Collazo Syst. Análisis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003). Por lo tanto, la 

norma es que cuando un tribunal determina que no tiene la autoridad para 

atender un recurso, solo puede así declararlo y desestimar el caso. Id.   

En lo pertinente, el inciso (C) de la Regla 83 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 83 (C), dispone que: “[e]l 

Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá desestimar un recurso 

de apelación o denegar un auto discrecional por cualesquiera de los 

motivos consignados en el inciso (B) precedente”. (Énfasis nuestro). A 

tales efectos, el inciso (B) de la citada regla establece los siguientes 

motivos:   

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción;   
(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista justa 
causa para ello.   
(3) que no se ha presentado o proseguido con diligencia o 
de buena fe;   
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no se 
ha presentado una controversia sustancial o que ha sido 
interpuesto para demorar los procedimientos;   
(5) que el recurso se ha convertido en académico.  
(Énfasis nuestro). 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83 (B).  
 
“[E]l derecho a apelar es un derecho estatutario y no constitucional, 

por lo que le compete a la Asamblea Legislativa determinar si las partes 

tendrán derecho a invocar la jurisdicción apelativa de los tribunales.” 

Perez Soto v. Cantera Perez, Inc., 188 D.P.R. 98, 104 (2013) que cita a 

Reyes v. Delgado, 81 DPR 937, 942-943 (1960). Conforme a lo dispuesto 
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en la Ley de la Judicatura de 2003, según enmendada,4 el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico aprobó el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones.5 Se ha reiterado que las “normas que rigen el 

perfeccionamiento de todos los recursos apelativos deben observarse 

rigurosamente.” Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 90 (2013), 

que cita a Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 150 DPR 560, 564 (2000).  

La Regla 14 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones dispone 

lo siguiente: 

(A) La apelación se formalizará presentando el original del 
escrito de apelación y tres (3) copias en la Secretaría 
del Tribunal de Apelaciones, o en la Secretaría del 
Tribunal de Primera Instancia que dictó la sentencia 
apelada. 
 

(B) De presentarse el original del recurso de apelación en la 
Secretaría del Tribunal de Apelaciones junto con el 
arancel correspondiente, la parte apelante deberá 
notificar la cubierta o primera página del escrito de 
apelación debidamente sellada con la fecha y hora de 
presentación, a la Secretaría de la sede del Tribunal de 
Primera Instancia que haya dictado la sentencia 
apelada, dentro de las setenta y dos (72) horas 
siguientes a la presentación del escrito de apelación. 
Este término será de cumplimiento estricto.  

 

[…] 
(Énfasis nuestro.) 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 14. 

 
III 
 

Como cuestión de umbral debemos auscultar si tenemos 

jurisdicción para entrar en los méritos del recurso ante nosotros. Veamos. 

Se apela de una Sentencia emitida el 19 de junio de 2019 y 

notificada el 25 de junio de 2019. Oportunamente, el 3 de julio de 2019 los 

apelantes presentaron una Solicitud reconsideración de sentencia y 

nuevo juicio. El TPI emitió el 17 de septiembre de 2019, notificada el 18 

de septiembre de 2019, una Resolución que declaró No Ha Lugar dicha 

moción. Los apelantes presentaron el recurso de apelación ante nosotros 

el 18 de octubre de 2019, el último día del término jurisdiccional de 

treinta (30) días que disponía para así hacerlo, según lo dispuesto en 

 
4 Ley Núm. 201 del 22 de agosto de 2003, según enmendada, 4 LPRA sección 24 – 25r. 
5 4 LPRA sección 24w. Véase: Perez Soto v. Cantera Perez, Inc., supra, que cita a In re: 
Aprobación Reglamento T.A., 162 DPR 444 (2004). 
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la Regla 13 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 13. Sin embargo, no incluyó el arancel correspondiente 

conforme a lo requerido en la Regla 14 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra. Habiendo transcurrido el término jurisdiccional de 30 

días, resolvemos que no se perfeccionó el recurso de apelación por lo 

que carecemos de jurisdicción para entrar en los méritos del recurso.  

IV 
 

Por los fundamentos antes expuestos se desestima el recurso por 

falta de jurisdicción.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


